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EDITORIAL  

Respetables lectores: 

En esta edición compartimos dos artículos, el primero 
de ellos, titulado TRIBUTOS  MUNICIPALES  EN COSTA 
RICA  Y  LA  COMPETENCIA  DEL TRIBUNAL FISCAL 
ADMINISTRATIVO, cuya autoría corresponde al Magis-
trado Harold Quesada Hernández, quien loablemente 
Preside el Tribunal Fiscal Administrativo de Costa Rica y 
también ostenta la Presidencia del Consejo Directivo de 
la Asociación; trabajo, en el que nos brinda un panora-
ma general respecto a los tipos de tributos y la facultad 
de dicho órgano jurisdiccional, para dirimir las controver-
sias suscitadas con motivo de tales tributos, acorde con lo 
dispuesto en la legislación y la jurisprudencia de su país. 

En tanto que, el segundo de los trabajos, que lleva por 
título: DESNATURALIZACIÓN DEL IMPUESTO DE 
TRANSFERENCIA DE BIENES MUEBLES Y SERVICIOS 
(ITBMS),  el  Magistrado  Rafael  Karl Brown Rangel, 
Presidente  del  Tribunal Administrativo Tributario de 
Panamá y Consejero de la Asociación, nos comparte su 
opinión,  respecto  de  la  aplicación de los principios 
generales del Derecho, en relación con el tributo en 
mención. 

Esperamos que sean de su agrado. 

Dra. Nora Elizabeth Urby Genel  
Secretaria Ejecutiva. 
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RESUMEN: en el presente trabajo se ofrece un esbozo de los 
tributos  municipales  y  la competencia del Tribunal Fiscal 
Administrativo, en el conocimiento de los recursos de alzada 
originados   por   las   controversias   tributarias   entre   la 
Administración  Tributaria Municipal y el obligado tributario. 
Finalmente  se  mencionan los casos especiales en los que 
algunas Municipalidades incluyen como órgano de apelación 
al Tribunal Fiscal. 

ABSTRACT: This work offers an outline of municipal taxes and 
the jurisdiction of the Administrative Tax Court, in the 
knowledge of appeals originated by tax disputes between the 
Municipal Tax Administration and the taxpayer. Finally, special 
cases are mentioned in which some Municipalities include the 
Tax Court as an appeal body. 

PALABRAS CLAVE: Tributos. Municipalidades. Tribunal Fiscal 
Administrativo. 

KEYWORDS: Tributes. Municipalities. Administrative Tax Court. 

INTRODUCCIÓN 

La mayoría de los países del mundo, protegen los derechos y 
garantías de los obligados tributarios. Y una de esas garantías 
coincide con el principio de juez natural del Derecho Penal, 
por cuanto, se tutela la revisión de los actos administrativos 
del acreedor tributario, por parte de un tribunal de alzada. Al-
gunos países en Iberoamérica ubican dichos Tribunales en el 
Poder Ejecutivo (Ministerio de Economía, de Finanzas, de Ha-
cienda, por ejemplo) y en otros son órganos propios en el Po-
der Judicial. 

Además, la clasificación de los tributos es un tema pacífico 
tanto en la doctrina como en las distintas legislaciones. Lo 
cierto es que, cada país en su organización interna ha decidi-
do alternar unos y otros tipos de tributos, para lograr el finan-
ciamiento de sus entes públicos. 

En el presente acercamiento al tema propuesto, se pretende 
hacer un breve resumen de los tipos de tributos, la potestad 
tributaria y los tributos municipales junto con su sanción, en la 
legislación y la jurisprudencia costarricense. 
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Clasificación de los Tributos 
Lo primero que debe mencionarse es la necesidad de resal-
tar el Principio de Legalidad que rige el quehacer de la Admi-
nistración Pública costarricense, como contrapeso del poder 
estatal ante la subordinación del administrado. Este principio 
se ha definido como la sujeción del poder público a las nor-
mas jurídicas y que únicamente el funcionario público puede 
realizar aquellos actos para los cuales se encuentra expresa-
mente autorizado 

En Costa Rica, se recoge en los numerales 11 de la Constitu-
ción Política y 11 de la Ley General de la Administración Públi-
ca: 

“ARTÍCULO 11.-Los funcionarios públicos son simples depositarios de la au-
toridad. Están obligados a cumplir los deberes que la ley les impone y no 
pueden arrogarse facultades no concedidas en ella. Deben prestar jura-
mento de observar y cumplir esta Constitución y las leyes. La acción para 
exigirles la responsabilidad penal por sus actos es pública. La Administra-
ción Pública en sentido amplio, estará sometida a un procedimiento de eva-
luación de resultados y rendición de cuentas, con la consecuente responsa-
bilidad personal para los funcionarios en el cumplimiento de sus deberes. 
La ley señalará los medios para que este control de resultados y rendición 
de cuentas opere como un sistema que cubra todas las instituciones públi-
cas.” (Constitución Política de Costa Rica del 07 de noviembre de 1949) 

“Artículo 11.-1. La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento 
jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios pú-
blicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus 
fuentes.” (Ley General de la Administración Pública, No. 6227 del 02 de 
mayo de 1978) 

Luego, se deriva otro principio de Justicia Tributaria Formal, 
denominado de Reserva de Ley, que garantiza, en la forma-
ción de las leyes, que sean dictadas por el órgano público 
con competencia para crear, modificar o derogar tributos. Así 
la Constitución Política en el artículo 121 inciso 13 establece 
que le corresponde a la Asamblea Legislativa “Establecer los 
impuestos y contribuciones nacionales, y autorizar los munici-
pales”. Si bien no es la mejor técnica de redacción, lo cierto es 
que establece una particularidad respecto a los tributos mu-
nicipales: únicamente tiene la facultad de autorizar o no auto-
rizar. De tal forma que los gobiernos locales municipales, de-
ben presentar su proyecto de ley para crear sus fuentes de 
financiamiento tributarias para que el Congreso los apruebe o 
impruebe. 
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Por otra parte, la clasificación tradicional de los tributos es 
ampliamente conocida y estos son aquellas prestaciones di-
nerarias que el Estado exige a los administrados para lograr el 
cumplimiento de los fines constitucionales. El impuesto tiene 
como hecho generador una situación que no exige una con-
traprestación estatal a favor del obligado tributario. En la tasa 
existe la prestación efectiva o potencial de un servicio público. 
Y la contribución especial se crea para la realización de obras 
públicas o estatales que derivan en beneficios para el contri-
buyente  (artículo  4 del Código Tributario. En igual sentido 
Modelo de Código Tributario del CIAT, 2015). 

Financiamiento de las Municipalidades 

Costa Rica se divide territorialmente en 7 Provincias, 84 canto-
nes y 488 distritos. Cada cantón está a cargo de un gobierno 
municipal, que goza de autonomía constitucional. 

Para el cumplimiento de sus fines, las Municipalidades tienen 
fuentes de financiamiento internas y externas. 

Las internas son los impuestos municipales, por ejemplo la 
Ley del impuesto sobre bienes inmuebles. Tasas, por ejemplo 
de recolección de basura, alcantarillado y otros servicios pú-
blicos. Y las multas y sanciones, por ejemplo de parqueo en 
vías públicas 

Por  su parte las externas, son las transferencias del Poder 
Ejecutivo, convenios con organismos internacionales y los 
préstamos o financiamientos 

Competencia del Tribunal Fiscal Administrativo 

Concretamente, la Ley del impuesto sobre bienes inmuebles 
(Ley 7509), viene a crear un tributo a favor de las Municipali-
dades, que recae sobre los terrenos, las instalaciones o las 
construcciones fijas y permanentes. Además, establece que 
los  bienes  inmuebles  son  objeto  de valoración general o 
individual.   La   general,   cuando   comprenda   todos   los  
inmuebles de un distrito e individual, aquella que realiza el 
propietario del inmueble o la que sea objeto de un avalúo por 
parte de la Municipalidad.  
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Para  estas actividades complejas desde el punto de vista 
técnico,  la  Ley  7509  crea  el  Órgano de Normalización 
Técnica, adscrito al Ministerio de Hacienda, que “tendrá por 
objeto garantizar mayor precisión y homogeneidad al determinar 
los valores de los bienes inmuebles en todo el territorio nacional; 
además, optimizar la administración del impuesto.” (artículo 12). 

Ahora bien, si la Oficina de Valoraciones de la Municipalidad 
realiza  una  valoración  general  o  particular  y el obligado 
tributario no acepta el avalúo, dispone de 15 días hábiles para 
presentar el Recurso de Revocatoria ante dicha Dependencia. 
Rechazado  dicho  recurso,  puede presentar Recurso de 
Apelación ante el Concejo Municipal. 

Contra  lo  resuelto  por  el  Concejo,  puede acudir ante el 
Tribunal Fiscal Administrativo. Nótese que el artículo 19 de la 
Ley de cita, indica “El contribuyente podrá impugnar la resolución del 
concejo municipal ante el Tribunal Fiscal Administrativo” (resaltado pro-
pio), es decir, no es un recurso de apelación, pues ya se le 
concedió ante el Concejo Municipal, sino que se trata de una 
tercera instancia rogada, donde se le otorga al Tribunal Fiscal 
Administrativo la competencia de revisar los fundamentos 
técnicos del avalúo. 

Pero aquí es importante aclarar que no se trata de objeciones 
o argumentaciones relacionadas con capacidad económica, 
situación socio-económica o destino del inmueble, sino que 
la impugnación del avalúo debe estar dirigida a los elemen-
tos técnicos. 

Esto es así por cuanto el artículo 33 del Reglamento a la Ley 
de Impuesto sobre bienes inmuebles, que en lo que interesa 
dispone: “… el contribuyente debe señalar el factor o factores de 
ajuste aplicados a las características físicas del terreno o la cons-
trucción, con los cuales no está conforme, debiendo aportar forzo-
samente, las pruebas que fundamentan su reclamo.” 

Así el sujeto pasivo está obligado a demostrar la existencia de 
algún error en el Avalúo, ya sea porque las plataformas de 
valores o la tipología constructiva utilizadas no son las co-
rrectas o porque hay errores en la aplicación de los factores 
de ajuste aplicables a estas herramientas de valoración. 

Por otra parte, la Ley 7509, también establece que cada cinco 
años los sujetos pasivos deben declarar el valor de los bienes 
inmuebles. El incumplimiento de presentar dicha declaración 
acarrea una multa de un monto igual a la diferencia dejada 
de pagar.  
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Ahora bien, la legislación costarricense (Código Municipal) 
regula el procedimiento de la solución de controversias 
que se presentan entre las autoridades municipales y sus 
administrados, con ocasión de decisiones y acciones del 
Gobierno Local. 

Ahora bien, en la aplicación de la sanción por no presen-
tar la declaración de bienes inmuebles, las Municipalida-
des  han  aplicado  el  procedimiento establecido en el 
artículo  171  del  Código  Municipal,  que  establece  el 
recurso  de  revocatoria ante la Alcaldía Municipal y el 
Recurso de Apelación para ante el Tribunal Contencioso-
Administrativo. 

No obstante, el Tribunal Contencioso Administrativo ha 
dictado innumerables sentencias en las cuales se declara 
incompetente para conocer la sanción del artículo 17 de 
la Ley  del Impuesto  sobre  Bienes  Inmuebles, por no 
presentar la declaración de bienes y los ha remitido al 
Tribunal Fiscal Administrativo. 

Esta  situación se presentó por cuanto el artículo 17 de 
dicha  Ley,  regula  la  sanción,  pero  no estableció el 
procedimiento para aplicar dicha sanción. Se resalta que, 
el  inconveniente  surge porque el Código Municipal, 
contiene   regulación   expresa  para  la  solución  de  
controversias (artículo 171) y las Municipalidades ante la 
omisión  del  artículo  16,  acuden  al procedimiento de 
dicho artículo. 

Ante el envío de expedientes a este Despacho por parte 
del  Tribunal  Contencioso  Administrativo  del  Poder  Ju-
dicial, el Tribunal Fiscal Administrativo se abocó a realizar 
un análisis de la normativa, tanto de la Ley 7509 como 
del Código Tributario y llegó a la conclusión que, ante la 
omisión del artículo 17 citado que no regula el procedi-
miento  a seguir para la aplicación de la multa por no 
presentar la  declaración  de bienes inmuebles, debe 
aplicarse, inicialmente, el artículo 1 del Código Tributario 
que indica:  “Campo  de  aplicación.  Las  disposiciones de este  
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Código  son  aplicables  a  todos los tributos y las relaciones 
jurídicas derivadas de ellos, excepto lo regulado por la legisla-
ción especial. No obstante lo indicado en el párrafo anterior, las 
disposiciones del presente Código son de aplicación supletoria, 
en defecto de norma expresa.” 

De forma tal, que ante la aplicación supletoria por el defecto 
que contiene el artículo 17 de la Ley 7509, el procedimiento 
que se debe seguir es el regulado en el artículo 150 del Códi-
go Tributario que establece el mecanismo para sancionar las 
infracciones administrativas de los deberes formales -no pre-
sentar la declaraciones juradas es un incumplimiento a un 
deber formal- el cual inicia con la emisión de una Propuesta 
Motivada, el dictado de la resolución que impone la sanción y 
la posibilidad de presentar los recursos ordinarios: Revocato-
ria ante el mismo órgano que dictó la resolución sancionado-
ra y el Recurso de Apelación para ante el Tribunal Fiscal Ad-
ministrativo. 

Por consiguiente, la Sala II del Tribunal, declaró la competen-
cia para el conocimiento de la sanción de referida cita y de 
inmediato se abocó a la revisión del procedimiento incoado 
por las Corporaciones Municipales, el cual lo declaró nulo, al 
no sujetarse a lo regulado por el artículo 150 del Código Tri-
butario. 
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CONCLUSIONES 

1. El ejercicio del poder de imperio del Estado, manifestado a 
través de la potestad tributaria, permite al legislador la 
creación,  modificación  y  extinción  de  las  situaciones  
tributarias necesarias para la consecución de los fines del 
Estado. 

2. Los Gobiernos Locales, como entes constitucionalmente 
autónomos,  deben  procurar  los suficientes medios de 
financiamiento  para  alcanzar  el  cumplimiento  de  las 
necesidades de sus munícipes. 

3. En  materia  de  potestades  tributarias  municipales,  el  
Tribunal Fiscal Administrativo tiene la competencia por 
disposición expresa de la Ley del Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles fr conocer la impugnación contra el avalúo en 
el que se modifica la declaración de bienes inmuebles o se 
realiza   un   avalúo   por   omisión   de  presentar  dicha  
declaración. 

4. La  aplicación  supletoria  del  Código Tributario, por la 
omisión  de  la Ley indicada en cuanto al procedimiento 
para aplicar la sanción por no presentar la declaración de 
bienes  inmuebles,  asigna  una  nueva  competencia  al 
Tribunal Fiscal Administrativo. 
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El Impuesto sobre la Transferencia de Bienes Corporales 
Muebles y Prestación de Servicios (ITBMS), conocido original-
mente como Impuesto a la Transferencia de Bienes Corpora-
les Muebles con Crédito Fiscal (ITBM), nació a la vida jurídica 
nacional con la Ley n.° 75 de 22 de diciembre de 1976.  

Desde sus inicios este impuesto ha tenido sus complejidades, 
empezando por su particular nomenclatura en el artículo 1057
-V del Código Fiscal y sus parágrafos. 

Tal tributo es un gravamen de tipo indirecto y de consumo 
que se aplica en el territorio nacional, como su nombre lo indi-
ca, sobre la transferencia de bienes muebles y la prestación 
de servicios, por lo que se aplicará cada vez que se dé la 
transferencia  del bien hasta llegar al consumidor final, sin 
embargo  repercute  en  toda la cadena pues las empresas 
pagan el ITBMS de las compras que realizan y  posteriormen-
te lo repercuten en las ventas que efectúen, finalizando en 
quien consume el producto final, dicho consumidor paga un 
porcentaje  adicional  sobre  el  precio  del  servicio  o  del 
producto, por lo que el vendedor o el prestador del servicio 
actúa como recaudador.  

La particularidad de esta relación también hace que el retene-
dor o  perceptor  del  impuesto,  una  vez  materializada la 
percepción  o  retención,  sea  el  único   obligado  ante  la  
Administración Tributaria. 

Empero, debemos considerar que en la mayoría de los casos, 
las empresas se manejan en una situación de débito-crédito, 
puesto que pagan al Estado la diferencia entre el ITBMS que 
compran y el ITBMS que les cobran a sus clientes; por lo que 
impuesto no debe llegar a ser un gasto, ni tampoco un ingre-
so, sino una relación de crédito-debito con el Estado.  En otros 
sistemas legales, como el español, se habla del IVA soportado 
e IVA repercutido. 

A tales  efectos  el  parágrafo 12 del 1057-V,  señala  que en 
las declaraciones-liquidaciones juradas,  el  contribuyente  
determinará el impuesto por diferencia entre el débito y el 
crédito  fiscal. El débito fiscal está generalmente integrado por  
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la suma de los impuestos devengados en las operaciones 
gravadas del período. El crédito fiscal está integrado por el 
ITBMS incluido en las facturas de compras y servicios, que 
cumplan con los requisitos de ley, el impuesto abonado en la 
importación y el impuesto retenido a los contribuyentes del 
exterior.  

La  deducción  del  crédito fiscal está condicionada a que 
provenga de bienes o servicios que estén afectados, directa 
o   indirectamente,  a  las   operaciones   gravadas   por  el  
impuesto. Cuando en forma conjunta se realicen operaciones 
gravadas y exentas, la deducción del crédito fiscal afectado 
indistintamente a éstas se realizará en la proporción en que 
se encuentren los ingresos correspondientes a las operacio-
nes gravadas, excluido el propio impuesto, con respecto a los 
totales.  

Cuando el crédito fiscal sea mayor al débito fiscal, el contri-
buyente  imputará  dichos créditos a los períodos fiscales 
subsiguientes. La porción proporcional no admitida como 
crédito fiscal será considerada gasto deducible a los efectos 
del Impuesto sobre la Renta (ISR). 

Este  sistema  de  créditos y débitos en ocasiones pueden 
generar  ciertos  desequilibrios  que  la  Administración Tribu-
taria ha tratado de solventar vía reglamento, como es el caso 
de la Resolución n.° 201-1914 de 5 de junio de 2019, aplicable 
al caso de contribuyentes personas jurídicas (agrupaciones, 
asociaciones o sociedades de hecho, irregulares, consorcio-
“joint venture”  y  similares  reconocidas  por  el Código de 
Comercio, próximos a culminar los fines para los que fueron 
creados y habían acumulado crédito en exceso, imposible de 
aplicar como lo determina la ley, el reglamento le permitió en 
cierta forma cederlos, utilizando el eufemismo de “permitir 
que el crédito sea aplicado a otro contribuyente para el pago 
de ITBMS, previo acuerdo entre las partes”, figura de “cesión” 
que para ese entonces no lo contemplaba el Código Fiscal en 
el caso del ITBMS. 

Sin embargo, muchas otras disparidades aún se encuentran 
sin solución, tal es el caso de contribuyentes de ITBMS que 
adquieren bienes o servicios con ITBMS, pero los productos 
son destinados a personas exentas por ley, a pesar de que la 
solución legal es que puedan ser aplicados como gastos de-
ducibles a los efectos del ISR.  

11 

 

ASOCIACIÓN IBEROAMERICANA DE TRIBUNALES DE JUSTICIA FISCAL O ADMINISTRATIVA 

 

DESNATURALIZACIÓN DEL IM-
PUESTO DE TRANSFERENCIA DE 
BIENES MUEBLES Y SERVICIOS 

(ITBMS)  

 

 



 

 

Bajo esta situación, cuando un contribuyente aplique un 
ITBMS ya pagado como gasto a su declaración jurada de renta 
conlleva que no se le reconozca la totalidad de impuesto pa-
gado, sino la proporcionalidad que corresponde al impuesto 
sobre la renta, asumiendo el contribuyente el resto, dado que 
la integridad del gasto no es reconocido en la declaración jurada 
de rentas, disminuyendo así sus utilidades y que no será recu-
perable en ningún momento, convirtiendo en cierta forma un 
impuesto indirecto a uno de carácter directo; a pesar de que 
el impuesto no fue estructurado para ser soportado por el 
proveedor  de bienes y servicios sino como dijimos por el 
consumidor final.  Es  de esta forma que se desnaturaliza el 
impuesto. 

La solución vía devolución dineraria es un mecanismo proscrito, 
ya que la reglamentación del ITBMS, Decreto Ejecutivo 84 de 
2005, no lo permite  y sobre cuya legalidad se pronunció la 
Sala  Tercera  de la Corte en fallo de  14  de  julio  de  2017.  
Entiende la Sala, que en efecto la devolución si se da pero no 
en forma líquida, sino con el mecanismo de compensación de 
crédito; sin embargo como dijimos, cuando se aplica como 
gasto  se  termina   asumiendo   parte  del  tributo  que  no  
correspondía, sin que tal impuesto concierna a los gastos que 
deben  estar relacionados con la generación de la renta y 
conservación de la fuente. 

Bajo  este  marco,  se  debe  buscar  la  aplicación  de  los 
principios fundamentales del derecho tributario, tales como el 
de  equidad,  eficiencia,  no  confiscatoriedad y capacidad 
contributiva,  que  tienen  como  fin  materializar  la  justicia 
tributaria. Justicia que puede resultar inalcanzable cuando no 
existen    mecanismos    de    equidad   por   parte   de   la   
Administración Tributaria y se pretenda que los Tribunales de 
Justicia Tributaria apliquen normas de manera laxa, alejados 
de  los  principios  fundamentales  del Derecho Tributario e 
inclusive en violación del mandamiento cuarto de la profesión 
de abogado “Lucha: tu deber es luchar por el derecho, pero 
el  día  que  encuentres  en  conflicto  el  derecho con la 
Justicia, lucha por la Justicia” (Eduardo J. Couture). 
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